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Lebrón Nieves, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos el señor Frederic Chardón Dubos (en 

adelante, el señor Chardón Dubos o el peticionario), y nos solicita 

que dejemos sin efecto la Orden dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Aguadilla, el 31 de mayo de 2016, notificada el 1 

de junio de 2016. En la aludida Orden, el foro primario declaró No 

Ha Lugar la “Réplica a Moción en Cumplimiento de Orden y 

Oposición a Moción Solicitando Retracto Litigioso y la Moción de 

Reconsideración de Orden”, presentadas por el señor Chardón 

Dubos. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

expide el auto de certiorari incoado y se revoca la Resolución 

recurrida. En consecuencia, la parte demandante recurrida deberá 

notificarle a la parte demandada peticionaria, la cesión del crédito 
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litigioso conforme lo dispone claramente el pagaré hipotecario, es 

decir, mediante correo certificado. 

I 

La Demanda de cobro de dinero y ejecución de hipoteca por 

la vía ordinaria que dio inicio a la controversia del caso de epígrafe 

fue presentada el 21 de febrero de 2006, por Doral Financial 

Corporation (Doral) en contra del señor Chardón Dubos.  En la 

misma, Doral sostuvo que era tenedor de buena fe de un pagaré 

hipotecario suscito por el señor Chardón Dubos a favor de Doral 

Bank, o a su orden. Dicho pagaré fue suscrito mediante el affidavit 

4,852, ante la notario Ivonne González Medrano, por la suma 

principal de $40,000.00. A su vez, en aras de garantizar dicho 

pagaré, el señor Chardón Dubos constituyó una hipoteca sobre un 

bien inmueble de su propiedad. 

Doral arguyó que el señor Chardón Dubos dejó de efectuar 

las mensualidades que se obligó a realizar en virtud de la hipoteca. 

Aseguró Doral que, a pesar de los avisos y requerimientos, el señor 

Chardón Dubos no cumplió con su obligación. Por lo tanto, Doral 

declaró la totalidad de la deuda vencida, líquida y exigible. 

Consecuentemente, Doral solicitó en su demanda que el señor 

Chardón Dubos satisficiera la cuantía de $39,420.63, por concepto 

de la deuda de principal más intereses al 11.95% anual, y 

$4,000.00, por concepto de costas, gastos y honorarios de 

abogado. 

Tras varios incidentes procesales, el 28 de marzo de 2007, 

notificada el 30 de marzo de 2007, el Tribunal de Primera 

Instancia dictó Sentencia Sumaria a favor de Doral. 

Específicamente, el foro apelado expresó como sigue: 

[. . .] 
QUINTO: Que no habiendo la parte demandada 
comparecido a contestar la demanda en el presente 

caso o a hacer alegación alguna dentro del término 



 
 

 
KLCE201601221 

    

 

3 

que establece la Regla 10.1 de Procedimiento Civil, se 
le(s) anotó la rebeldía. 

 
VISTA la Demanda, la Solicitud de Sentencia Sumaria, 

y la prueba documental sometida, este Tribunal dicta 
SENTENCIA declarando CON LUGAR la demanda [. . 
.]. 

 
El 16 de septiembre de 2011, Doral presentó Solicitud para la 

Paralización de los Procedimientos. En dicha moción, Doral le 

informó al foro primario que la parte demandada se había acogido 

a la Ley de Quiebras bajo el Capítulo 13. Por lo que, mediante 

Orden del 21 de septiembre de 2011, notificada en la misma fecha, 

el Tribunal de Primera Instancia ordenó la paralización de los 

procedimientos hasta el dictamen del foro federal.  

Con posterioridad, el foro recurrido dictó otra Orden 

mediante la cual ordenó la continuación  de los procedimientos. La 

referida Orden fue emitida el 8 de octubre de 2013, notificada el 9 

de octubre de 2013. 

Así las cosas, el 25 de enero de 2016, el señor Chardón 

Dubos presentó una Moción Solicitando Desestimación, en la cual 

arguyó, entre otras cosas, que: (1) por información y creencia Doral 

le había vendido el crédito litigioso objeto de la Demanda a 

Rushmore Loan Management Services (Rushmore) y que no se 

había hecho la correspondiente sustitución de parte, (2) habían 

transcurrido seis (6) meses sin que se efectuara trámite alguno en 

el caso, ello, conforme a la Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil y, 

(3) que no se le indicó cuánto Rushmore pagó por dicho crédito, 

conforme a lo requerido por el Artículo 1425 del Código Civil, 31 

LPRA 3950.  

En la alternativa, la parte demandada peticionaria indicó, 

que de no desestimarse el pleito, consignaría el dinero necesario 

para reembolsar lo pagado por Rushmore por el crédito litigioso. 

Por lo cual, solicitó que se le ordenara a Rushmore notificarle el 

precio que había pagado por el crédito litigioso. 
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En respuesta a lo anterior, el 29 de enero de 2016, la parte 

demandante presentó Oposición a Moción de Desestimación. En 

dicho escrito, Doral manifestó que la Regla 39.2 (b) de 

Procedimiento Civil no aplicaba en dicha etapa de los 

procedimientos, ya que el foro primario había dictado Sentencia el 

30 de marzo de 2007.  En virtud de lo anterior, solicitó que se 

declarara Sin Lugar la Moción Solicitando Desestimación. 

El señor Chardón Dubos presentó una Moción Eliminatoria, 

en la cual sostuvo que era de conocimiento general la inexistencia 

de Doral, por lo cual manifestó que no había parte alguna que 

pudiera oponerse a su solicitud de desestimación.  

Examinadas las mociones de las partes, el 22 de febrero de 

2016, notificada el 29 de febrero de 2016, el foro de primera 

instancia emitió una Orden mediante la cual le ordenó al Lcdo. 

Surillo Pumarada, representación legal de la parte demandante, 

que en un término de diez (10) días acreditara a quien 

representaba en este caso y que atendiera el reclamo de la parte 

demandada en cuanto al crédito litigioso. 

El 9 de marzo de 2016, Doral presentó escrito titulado  

Moción en Cumplimiento de Orden y Oposición a Moción Solicitando 

Retracto Litigioso. En dicha moción se informó que el nuevo 

acreedor tenedor era Roosevelt Cayman Asset Company (Roosevelt 

Cayman) y que dicha entidad estaba representada por su agente de 

servicios, Rushmore Loan Management Services, LLC. Por lo tanto, 

el Lcdo. Surillo Pumarada solicitó autorización para sustituir a 

Doral Bank por Roosevelt Cayman como cesionario del crédito.  

Adujo además, la representación legal de la parte 

demandante, que el término de nueve (9) días del que disponía la 

parte demandada para ejercer el derecho al retracto litigioso había 

transcurrido sin que el señor Chardón Dubos ejerciera el mismo. 

En cuanto a lo anterior, Roosevelt Cayman indicó que el 7 de 
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noviembre de 2014, Rushmore le envió una carta notificándole al 

señor Chardón Dubos que la cuenta objeto del litigio se había 

vendido a Roosevelt Cayman. Roosevelt Cayman presentó copia de 

la aludida carta en apoyo de sus alegaciones. La referida carta lee 

como sigue: 

AVISO DE CESIÓN, VENTA O TRANSFERENCIA DE 
SERVICIO 

 
Estimado Deudor Hipotecario: 
 

Por este medio se le notifica que su préstamo 
hipotecario, es decir, el derecho de cobrar pagos de 

usted, ha sido cedido, vendido o transferido de Doral 
Bank a Rushmore Loan Management Services LLC 
(Rushmore), efectivo el 11/01/2014. La transferencia 

del servicio de su préstamo hipotecario no afecta los 
términos o las condiciones de los instrumentos 
hipotecarios, a parte de los términos directamente 

relacionados con el servicio a su préstamo. [. . .]. 
 
El 13 de abril de 2016, notificada el 21 de abril de 2016, el 

Tribunal de Primera Instancia dictó una Orden, en la cual autorizó 

la sustitución de Doral por Rushmore como agente de Roosevelt 

Cayman. 

El 25 de abril de 2016, el señor Chardón Dubos presentó 

Réplica a Moción en Cumplimiento de Orden y Oposición a Moción 

Solicitando Retracto Litigioso. En dicho escrito, la parte demandada 

peticionaria arguyó que el nuevo demandante no había evidenciado 

su alegación de haberle remitido una notificación el 7 de 

noviembre de 2014. A su vez, indicó que dicha entidad tampoco 

cumplió con el requisito de la Ley de Agencias de Cobro, Ley Núm. 

143 del 27 de junio de 1968, según enmendada, mejor conocida 

como Ley de Agencias de Cobro, 10 LPRA sec. 981 et seq., y con el 

Reglamento sobre Agencias de Cobro del Departamento de Asuntos 

del Consumidor (DACO), Reglamento Núm. 6451 del 2 de mayo de 

2002, de requerirle por correo certificado con acuse de recibo, que 

pagara lo adeudado.  
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Eventualmente, el 13 de mayo de 2016, el señor Chardón 

Dubos presentó una Moción de Reconsideración de Orden, en la 

cual sostuvo que el foro primario carecía de jurisdicción sobre la 

persona y materia de la parte sustituida, ya que dicha parte 

incumplió con el requisito de la Ley de Agencias de Cobro y con el 

Reglamento sobre Agencias de Cobro del Departamento de Asuntos 

del Consumidor.  

El 31 de mayo de 2016, el foro primario dictó una Orden, 

notificada el 1 de junio de 2016, en la cual declaró No Ha Lugar a 

las siguientes mociones: (1) Réplica a Moción en Cumplimiento de 

Orden y Oposición a Moción Solicitando Retracto Litigioso, y (2) 

Moción de Reconsideración de Orden. 

Inconforme con lo anterior, Chardón Dubos compareció ante 

nos y le imputó al foro primario la comisión del siguiente error: 

Erró el TPI, Sala de San Sebastián, en sus 

[C]onclusiones de [H]echo y de [D]erecho al declarar No 
Ha Lugar la solicitud de divulgación de crédito litigioso 
y ejercer jurisdicción [s]obre la persona de Rushmore y 

materia sin que Rushmore hubiera notificado a 
Chard[ó]n la cesión del crédito mediante correo 

certificado con acuse de recibo y no obligar a 
Rushmore a divulgar el precio pagado. 
 

El 13 de julio de 2016, dictamos una Resolución 

interlocutoria en la cual le concedimos a Rushmore  el término 

final e improrrogable hasta el 22 de julio de 2016, para exponer su 

posición con relación al recurso de epígrafe. Sin embargo, dicho 

término transcurrió sin que la parte recurrida compareciera, por lo 

que disponemos del recurso sin el beneficio de su comparecencia.  

Cabe señalar, que contamos con el beneficio de los autos 

originales del caso. 

II 

A 

Los contratos son negocios jurídicos bilaterales y en nuestro 

ordenamiento, constituyen una de las varias formas en que las 



 
 

 
KLCE201601221 

    

 

7 

personas pueden obligarse entre sí.  Amador Parrilla v. Concilio 

Iglesia Universal de Jesucristo, 150 DPR 571, 581 (2001).  Las 

obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre 

las partes contratantes y deben cumplirse al tenor de los 

mismos.  Artículo 1044 Código Civil, 31 LPRA sec. 2994. 

Como es sabido, el contrato existe desde que una o varias 

personas consienten en obligarse respecto de otra u otras, a dar 

alguna cosa o prestar algún servicio. Artículo 1206 del Código Civil 

de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3371.   

De otra parte, en Puerto Rico impera el principio de la 

libertad de contratación. Así lo dispone el Artículo 1207 de nuestro 

Código Civil, 31 LPRA sec. 3372, el cual establece lo siguiente:  

Los contratantes pueden establecer los pactos, 

cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, 
siempre que no sean contrarios a las leyes, a la 

moral, ni al orden público. S.L.G. Irizarry v. S.L.G. 
García, 155 D.P.R. 713, 724 (2001).   
 

Su validez y cumplimiento no puede dejarse al arbitrio de 

una de las partes. Artículo 1208 Código Civil, 31 LPRA sec. 3373. 

Unisys v. Ramallo, 128 DPR 842, 852 (1991). 

Por su parte, el Artículo 1213 del Código Civil de Puerto 

Rico, 31 LPRA sec. 3391, establece tres (3) requisitos para la 

existencia de un contrato, estos son: (1) objeto cierto que sea 

materia del contrato, (2) causa de la obligación y (3) 

consentimiento de los contratantes. Conforme a lo anterior, cabe 

resaltar que nuestro ordenamiento civil dispone que “[l]os 

contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, y desde 

entonces obligan, no sólo al cumplimiento de lo expresamente 

pactado, sino también a todas las consecuencias que según su 

naturaleza sean conformes a la buena fe, al uso y a la ley”. Art. 

1210 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3375.      

Sin embargo, algunos contratos requieren un ejercicio de 

interpretación para poder determinar la naturaleza de la obligación 

javascript:searchCita('31LPRA3373')


 
 

 
KLCE201601221 

 

8 

en que incurrieron las partes. Por esa razón, el Código Civil de 

Puerto Rico establece unas disposiciones para la interpretación de 

los contratos. S.L.G. Irizarry v. S.L.G. García, supra, a la pág. 725. 

A tenor con lo anterior, el Artículo 1233 del Código Civil, 31 

L.P.R.A. sec. 3471 dispone lo siguiente: 

Si los términos de un contrato son claros y no dejan 
duda sobre la intención de los contratantes, se estará 

al sentido literal de sus cláusulas.  
 
Si las palabras parecieren contrarias a la intención 

evidente de los contratantes, prevalecerá ésa sobre 
aquéllas. 

 
A pesar de lo dispuesto en esta disposición estatutaria, hay 

ocasiones en que no es posible determinar la voluntad de los 

contratantes con la mera lectura literal de las cláusulas 

contractuales.  Por eso, el Código Civil dispone, en su Artículo 

1234,1 que se podrá juzgar la voluntad de los contratantes por sus 

actos anteriores, coetáneos y posteriores a la perfección de éste.  

En repetidas ocasiones hemos reconocido la utilidad de tales 

criterios para interpretar los contratos. Sin embargo, al momento 

de interpretar un contrato es preciso presuponer lealtad, 

corrección y buena fe en su redacción, e interpretarlo de manera 

tal que lleve a resultados conformes a la relación contractual y que 

estén de acuerdo con las normas éticas.  Dicho en otras palabras, 

no se puede buscar oscuridad ni tergiversar la interpretación de 

los contratos para llegar a resultados absurdos o injustos. S.L.G. 

Irizarry v. S.L.G. García, supra, pág. 726. 

Recordemos que el cumplimiento de lo pactado está 

estrechamente vinculado con la buena fe de los contratantes. Es 

por ello que con respecto al principio de la obligatoriedad de los 

contratos Diez-Picazo ha comentado:  

". . . [Se] considera como un principio que debe regir 
en toda sociedad civilizada la idea de que los hombres 
deben poder contar con que aquellos con quienes 

                                                 
1 31 L.P.R.A. 3472. 
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tratan en el intercambio social actuarán de buena fe y 
por tanto llevarán a cabo las expectativas razonables 

que sus promesas o su conducta hayan creado 
razonablemente en los demás. La obligatoriedad del 

contrato se funda, pues, de acuerdo con esta idea en 
una norma ética derivada de la buena fe, que exige no 
defraudar la confianza que en otro pueda haber creado 

nuestra promesa o nuestra conducta. En definitiva, se 
trata de lo que el autor citado denomina la norma ética 
de veracidad en nuestras comunicaciones con el 

prójimo, y que ordinariamente se expresa como deber 
de atenerse a la palabra dada”. L. Díez-Picazo, 

Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial, 2da ed., 
Madrid, Ed. Tecnos, 1983, Vol. I,  Cap. IV, pág. 99. 
Unisys v. Ramallo, supra, pág. 852. 

 
B 

 Nuestro Código Civil concede al deudor el beneficio del 

retracto del crédito litigioso, al disponer en su Artículo 1425, 31 

LPRA 3950, lo siguiente: 

Vendiéndose un crédito litigioso, el deudor tendrá 

derecho a extinguirlo, reembolsando al cesionario el 
precio que pagó, las costas que se le hubiesen 

ocasionado y los intereses del precio desde el día en 
que éste fue satisfecho. 
 

Se tendrá por litigioso un crédito desde que se conteste 
a la demanda relativa al mismo. 
 

El deudor podrá usar de su derecho dentro de 
nueve (9) días, contados desde que el cesionario le 

reclame el pago. (Énfasis nuestro). 
 
Se reputa como litigioso aquel crédito que, puesto en pleito, 

no puede tener realidad sin previa sentencia firme que lo declare, o 

sea aquél que está en duda y se disputa, aquél en el que los 

derechos son inciertos. Es condición esencial para que un crédito 

se repute litigioso, la de que la contienda judicial pendiente a la 

fecha de la venta o cesión del crédito gire sobre las consecuencias 

de su existencia, una vez determinado por sentencia firme. 

Martínez, Jr. v. Tribunal de Distrito, 72 DPR 207, 209 (1951). 

Un crédito, según el mismo precepto, se tendrá por litigioso 

desde que se conteste la demanda relativa al mismo. Es decir, se 

refiere a aquel crédito sobre el que se ha entablado contienda 

judicial, pudiendo el deudor liberarse del pleito pagando al 
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cesionario las partidas ya descritas. J.R. Vélez Torres, Derecho de 

Obligaciones, 2da ed. rev., San Juan, Universidad Interamericana 

de Puerto Rico, 1997, pág. 254. No basta la interposición de la 

demanda sino que debe trabarse la litis con la contestación del 

demandado para que se conceptúe como litigioso el crédito. 

Consejo de Titulares v. C.R.U.V., 132 DPR 707, 726 (1993). La 

doctrina conceptúa este derecho como una restricción a la cesión 

de créditos litigiosos y la denomina “retracto litigioso” por tratarse 

de un retracto en favor del deudor cedido. Id. 

Asimismo, en Consejo de Titulares v. C.R.U.V., supra, a la 

pág. 717, citando a IBEC v. Banco Comercial, 117 DPR 371 (1986), 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico definió la figura de la cesión de 

crédito como: „un negocio jurídico celebrado por el acreedor 

cedente con otra persona, cesionario, por virtud del cual aquél 

transmite a éste la titularidad del derecho de “crédito cedido"‟. L. 

Díez-Picazo, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, Madrid, 

Ed. Tecnos, 1979, Vol. I, pág. 789. Ibíd., pág. 376. 

Con respecto a la cesión de crédito, nuestro más Alto Foro 

también indicó en Consejo de Titulares v. C.R.U.V., supra, citando a 

IBEC v. Banco Comercial, supra, lo siguiente: 

"El cesionario se instala en la misma posición y 

relación obligatoria con respecto al deudor a partir de 
la transmisión del crédito. Es una transmisión del 
crédito que hace el acreedor o cedente al cesionario 

por un acto ínter vivos que cumple con una función 
económica de mucha importancia y utilidad en la 

economía moderna. La figura viabiliza la circulación de 
los créditos en el comercio y es de particular utilidad 
en el sistema bancario moderno. Díez-Picazo, op. cit., 

pág. 789. 
 

Para que la enajenación del crédito a través de una 
cesión tenga validez, tiene que existir un crédito 
transmisible fundado en un título válido y eficaz. Es 

indispensable que sea un crédito existente que tenga 
su origen en una obligación que sea válida y eficaz." 
Díez-Picazo, op. cit., pág. 791. IBEC v. Banco 
Comercial, supra, págs. 376-377. 
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Ahora bien, el deudor tendrá que concurrir con las 

siguientes condiciones, para poder ejercer el derecho al retracto de 

crédito litigioso: 1) “tiene que ocurrir una transferencia de título 

sobre el crédito. Tal transferencia es lo que coloca al adquirente en 

posición de poder hostigar al deudor y a éste en condición de 

extinguir la deuda mediante el ejercicio del retracto”, y (2) “el pago 

de un precio fijo. [...], el Código se refiere al precio que se pagó y no 

a un precio indeterminado a precisarse en el futuro”. J. Trías 

Monge, El envejecimiento de los códigos: El caso del retracto de 

crédito litigioso, 64 Rev. Jur. UPR. 449, 453 (1995). 

Por último, el plazo útil para que el deudor cedido ejercite 

este retracto litigioso es de nueve (9) días, contados desde que el 

cesionario le reclame el pago. Se trata de un término de caducidad, 

es decir, fatal, improrrogable e ininterrumpible. Pereira v. I.B.E.C., 

95 DPR 28, 67 (1967). Consejo de Titulares v. C.R.U.V., supra, pág. 

727. El plazo es de caducidad no por tratarse del ejercicio de un 

derecho de retracto, como opinan algunos autores erróneamente, 

sino por su propia naturaleza de plazo perentorio. Gabriel García 

Cantero, Comentarios al Código Civil y Compilaciones Forales, 

Dirigidos por Manuel Albaladejo y Silvia Díaz Alabart, Tomo XIX, 

Edersa, Madrid, 2da. Ed. 1991, pág. 760. 

La norma, ciertamente, no obliga al deudor a ejercitar la 

facultad de reembolso, y, puede interesarle impugnar el crédito por 

no ser cierto, por no estar él obligado a satisfacerlo, etc., por lo 

cual puede resultarle conveniente continuar el proceso hasta el 

final con el cesionario. Ahora bien, la decisión de utilizar la 

facultad aquí concedida no puede reservársela indefinidamente, 

sino ejercitarla en el breve plazo que marca la ley. Lo contrario 

sería mantener en la incertidumbre una situación muy perjudicial 

para el cesionario. Gabriel García Cantero, op. cit. 
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Por último, en cuanto al punto de partida para contar los 

nueve (9) días que dispone el Artículo 1425 del Código Civil de 

Puerto Rico, supra, cabe destacar que “el Código habla sólo de la 

reclamación del cesionario sin especificar si ésta ha de ser judicial 

o extrajudicial, de donde deducimos que sea cual fuere la forma en 

que el cesionario reclame el pago del crédito, a partir del momento 

en que tal haga se ha de contar el plazo.” J. M. Manresa y otros, 

Comentarios al Código Civil Español, 6ta ed., Madrid, Ed. Reus, 

1969, Tomo X, Vol. I, pág. 596.  

Si la reclamación es extrajudicial, será éste un hecho que 

deberá demostrarse y estará sujeto a la doctrina general de la 

prueba. Si la reclamación fuese judicial, las condiciones de 

autenticidad que revisten estas actuaciones quitarán motivo a toda 

disputa. Por reclamación judicial entendemos el mero hecho de 

personarse el cesionario en el litigio pendiente, solicitando que se 

tenga por parte legítima con tal carácter para continuar el pleito 

comenzado. J. M. Manresa y otros, op. cit. 

C 

 Las agencias de cobro en Puerto Rico están reguladas por el 

Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo) y reglamentadas 

por Ley Núm. 143 de 27 de junio de 1968, 10 LPRA sec. 981 y ss. 

El propósito fundamental de la Ley de Agencias de Cobro es 

proteger a los deudores en todas las acciones en cobro de dinero 

contra la avidez de cobradores inescrupulosos. Domínguez Rivera 

v. Tribunal Superior, 103 DPR 117, 119-120 (1974). 

  Por su parte, la sección 981a de la Ley de Agencias de 

Cobro en su inciso (b) define agencia de cobro de la siguiente 

manera: 

(b) Agencia de cobros.- Incluyen cualquier persona 

dedicada al negocio de cobrar para otro cualquier 
cuenta, factura o deuda. Incluye personas que 
operando bajo un nombre que simule ser el de una 

agencia de cobro, provee a sus clientes de sistemas de 
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cobro y cartas circulares en las cuales se inste al 
deudor a hacer sus pagos, ya sea directamente al 

acreedor o a la agencia de cobros ficticia. 10 LPRA 
sec.  981a.  

 
De otra parte, la sección 981b del referido estatuto dispone 

lo relacionado a las excepciones en cuanto a las agencias de cobro. 

Específicamente, la referida sección dispone que: 

El término  “agencia de cobros”  no  incluirá 

aquellas  personas  cuyas actividades de cobro se 
concentren y estén  directamente relacionadas con la 
operación de un negocio o profesión  que no sea el de 

una agencia de cobros, tales como abogados, 
bancos,  corredores  de bienes raíces, oficiales públicos 

o personas que actúen  bajo orden  de un tribunal, 
compañías de construcción y  financiamiento y 
asociaciones de ahorro y préstamos, compañías 

de  préstamo y  financiamiento, o compañías de 
seguros. 10 LPRA sec.  981b. 
  

  En cuanto a las prácticas prohibidas de las agencias de 

cobros, la sección 981p de la Ley de Agencias de Cobro dispone lo 

siguiente: 

Ninguna agencia de cobros podrá: 
 

[. . .] 
(13) Radicar acción judicial en cobro de dinero sin 

antes haber requerido por escrito al deudor para que 
pague lo adeudado por correo certificado con acuse de 
recibo. Ningún tribunal podrá asumir jurisdicción en 

una acción de cobro de dinero tramitada por una 
agencia de cobro sin que se alegue y se pruebe el 

cumplimiento de este requisito. 10 LPRA sec. 981p 
(13).   
[. . .] 

  
 Cónsono con lo anterior, el Departamento de Asuntos del 

Consumidor, emitió el Reglamento sobre Agencias de Cobro, 

Reglamento Núm. 6451, del 2 de mayo de 2002, (Reglamento Núm. 

6451). El mismo, entre otras cosas, dispone cuales son las 

prácticas prohibidas para las agencias de cobro. Particularmente, 

en la Regla 16 (17) dicho Reglamento Núm. 6451, supra, dispone 

como sigue: 

Las siguientes prácticas quedan prohibidas a las 
agencias: 
[. . .]  
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(17) Radicar acción judicial en cobro de dinero sin 
antes haber requerido por escrito al deudor para que 

pague lo adeudado por correo certificado con acuse de 
recibo, según se establece en la Regla 17 de este 

Reglamento. Ningún Tribunal podrá asumir  
jurisdicción en una acción de cobro de dinero 
tramitada por una agencia de cobro sin que se alegue 

y se pruebe el cumplimiento de este requisito. 
[. . .] 

 
III 

 

Expuesta la norma jurídica, procedemos a aplicarla a los 

hechos ante nuestra consideración.    

En el caso de autos, sostiene la parte demandada 

peticionaria que erró el Tribunal de Primera Instancia, en sus 

Conclusiones de Hechos y de Derecho al declarar No Ha Lugar la 

solicitud de divulgación de crédito litigioso y ejercer jurisdicción 

[s]obre la persona de Rushmore y materia sin que Rushmore le 

hubiera notificado la cesión del crédito mediante correo certificado 

con acuse de recibo y no obligar a Rushmore a divulgar el precio 

pagado. 

En primer lugar, cabe señalar, que contrario a lo señalado 

por la parte demandada peticionaria en su señalamiento de error, 

de la Resolución recurrida no surge que el Tribunal de Primera 

Instancia haya emitido Conclusiones de Hechos ni de Derecho, por 

lo que desconocemos a cuales Conclusiones de Hechos y de 

Derecho se refiere la parte demandada peticionaria en su 

señalamiento de error. 

Por otra parte, la parte demandada peticionaria adujo en su 

escrito ante nos, que en este caso Rushmore no cumplió con el 

requisito exigido en la Ley de Agencias de Cobro ni con el 

Reglamento sobre Agencias de Cobro de DACo, al no haberle 

requerido que pague lo adeudado por correo certificado con acuse 

de recibo. Veamos. 

Del tracto procesal antes reseñado surge que el 21 de febrero 

de 2006, fue Doral quien inicialmente presentó la Demanda sobre 
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cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía ordinaria. Luego 

de varios incidentes procesales, el 28 de marzo de 2007, notificada 

el 30 de marzo de 2007, el Tribunal de Primera Instancia dictó 

Sentencia Sumaria a favor de Doral. 

Cabe señalar, que conforme surge de la sección 981b de la 

Ley de Agencias de Cobro antes citada, Doral no era una agencia 

de cobro, por lo que la sección 981p del referido estatuto no le era 

de aplicación. 

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, el 9 de marzo de 2016, 

Roosevelt Cayman Asset Company presentó escrito titulado Moción 

en Cumplimiento de Orden y Oposición a Moción Solicitando Retracto 

Litigioso. Mediante la referida moción, se le solicitó al foro recurrido 

que emitiera una orden sustituyendo a Doral, por el agente de 

esta, Rushmore, como cesionaria de las facilidades crediticias 

objeto del caso de epígrafe. El 13 de abril de 2016, notificada el 21 

de abril de 2016, el Tribunal de Primera Instancia dictó una Orden, 

en la cual autorizó la sustitución de Doral, según le fuera 

solicitada. 

Como es bien sabido, "el trámite procesal de sustitución en 

nada afecta los derechos sustantivos de las partes". Pereira v. 

I.B.E.C., 95 D.P.R. 28, 66 (1967). Véase, además, Lluch v. España 

Service Sta., 117 D.P.R. 729 (1986). Esto implica que la parte que 

sustituye se coloca en los mismos zapatos que la parte sustituida. 

Vilanova et al. v. Vilanova et al., 184 DPR 824, 838 (2012). 

En consecuencia, en vista de que en este caso, el 

demandante original (Doral), fue sustituido por Rushmore como 

agente de Roosevelt Cayman Asset Company, colegimos que a la 

parte demandante recurrida tampoco le es de aplicación la Ley de 

Agencias de Cobro ni el Reglamento Núm. 6451, supra.  
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Dicho lo anterior, nos resta determinar si el señor Chardón 

Dubos fue debidamente notificado de la cesión del crédito litigioso. 

Veamos. 

Según dijéramos, el 7 de noviembre de 2014, Rushmore le 

envió una carta a la parte demandada peticionaria mediante correo 

ordinario, en la cual le informó que la cuenta objeto del litigio se 

había vendido a Roosevelt Cayman.  

Ahora bien, aunque el Artículo 1425 del Código Civil no 

especifica la forma en que el cesionario debe reclamarle el pago del 

crédito al deudor, cabe destacar que del pagaré hipotecario que 

obra en el expediente ante nos, surge claramente el deber del 

acreedor de enviarle al deudor cualquier notificación dispuesta en 

el referido pagaré mediante carta certificada. Específicamente, el 

pagaré dispone como sigue:2 

[. . .] 
Cualquier notificación al Deudor dispuesta en este 
Pagaré deberá ser enviada por carta certificada dirigida 

al Deudor a la dirección de la Propiedad que abajo se 
indica [. . .]. 

 
Así pues, al examinar los autos originales del caso de autos, 

concluimos que el término de nueve (9) días dispuesto por el 

Artículo 1425 del Código Civil para que la parte demandada ejerza 

su derecho al retracto del crédito litigioso, aún no ha comenzado a 

decursar. Ello, toda vez que la carta del 7 de noviembre de 2014, 

que Rushmore le envió a la parte demandada peticionaria para 

informarle que la cuenta objeto del litigio se había vendido a 

Roosevelt Cayman, no fue enviada por correo certificado, tal y 

como dispone el pagaré hipotecario objeto del presente caso. 

A tenor con el contrato entre las partes, es a partir de la 

notificación al deudor mediante carta certificada que el término de 

los nueve (9) días comienza a transcurrir para que este pueda 

ejercer su derecho de retracto del crédito litigioso. Por 

                                                 
2 Véase, pág. 9 del apéndice del recurso de apelación. 
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consiguiente, conforme a lo aquí resuelto, nos resulta forzoso 

concluir que el término de caducidad antes aludido, en este caso, 

aún no ha comenzado a discurrir.  

Por tanto, a virtud de todo lo antes indicado, colegimos que 

erró el foro de primera instancia al declarar No Ha Lugar las 

mociones presentadas por la parte demandada peticionaria, a 

saber: (1) Réplica a Moción en Cumplimiento de Orden y Oposición a 

Moción Solicitando Retracto Litigioso, y (2) Moción de 

Reconsideración de Orden.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto de 

certiorari incoado y se revoca la Resolución recurrida. En 

consecuencia, la parte demandante recurrida deberá notificarle a 

la parte demandada peticionaria, la cesión del crédito litigioso 

conforme lo dispone claramente el pagaré hipotecario, es decir, 

mediante correo certificado. 

Notifíquese. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


